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REVISTA ESPAÑOLA
DE DISCAPACIDAD

Resumen
En este artículo analizamos los principios y valores que guían el ejercicio profesional 
cuando los usuarios tienen una discapacidad, en el contexto de dos campos de cono-
cimiento: la ética profesional y los derechos humanos. Particularmente, nos enfocamos 
en la labor de los trabajadores sociales. Abordamos también algunos dilemas éticos 
que estos profesionales pueden enfrentar en su práctica cotidiana, destacando tres de 
los más señalados en los estudios sobre personas con discapacidad: el conflicto entre 
los intereses del usuario, el profesional y la institución; la obtención del consentimiento 
informado, y la tensión entre la autonomía del usuario y los compromisos del profesional. 
A lo largo del texto, reiteramos la importancia de contextualizar los principios y valores 
profesionales a partir de las necesidades de las de las personas con discapacidad, las 
cuales tienden a ser más específicas que las del resto de la población.
Palabras clave
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Abstract
In this paper, we analyze the principles and values that guide the professional exercise 
when the users have a disability, trying to make a linkage between two fields of knowled-
ge: professional ethics and human rights. Particularly, we focus on social workers. We 
also discuss some ethical dilemmas that these professional may face in their daily prac-
tice, showing three of the most explored in the research on people with disabilities: the 
conflict between the user’s interests, the professional’s and the institution’s; the infor-
med consent, and the tension between the user’s autonomy and the professional’s com-
mitments. Throughout the text, we emphasize the importance of contextualizing profes-
sional principles and values, based on the needs of people with disabilities, which are 
usually more specific than those of the rest of the population. 
Keywords
People with disabilities, professional ethics, human rights, ethical dilemmas.
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1. Introducción1

En este artículo buscamos vincular dos campos de conocimiento: los derechos humanos y la ética profesio-
nal, para plantear la manera en que los profesionales pueden contribuir a la mejora de la calidad de vida de 
las personas con discapacidad. La articulación entre estos dos ámbitos no es nueva, de hecho, ésta ha sido 
trabajada desde varias perspectivas, siendo algunas de ellas: 1) la formación de los nuevos profesionales 
(Bolívar, 2017; Jorquera, 2014; Vila y Cantero, 2017); 2) el ejercicio profesional (Encinas, 2014; Ife, 2012; 
Schalock, 2015); 3) la prestación de los servicios de salud y de asistencia social (Cárcar, 2017; Comoretto y 
Centeno-Cortés; 2016; López et al., 2015); 4) el respeto a los derechos y el logro de la justicia social (Grant 
y Leigh, 2013; Pearson et al., 2016), y 5) la atención a individuos o grupos en situación de vulnerabilidad 
(Morris, 2001; García, 2015; López, 2016).

El texto que aquí presentamos se inscribe justamente en esta última línea y tiene como fin analizar los 
principios y valores que intervienen en la prestación de los servicios profesionales para las personas con 
discapacidad, así como algunos de los dilemas éticos que se pueden enfrentar cuando el ejercicio está 
dirigido a estos usuarios. 

Cabe mencionar que este trabajo tiene como contexto el debate que se ha venido desarrollando en México 
desde hace un par de décadas sobre la formación profesional y el papel que ocupan las instituciones de 
educación superior en este proceso (Díaz-Barriga et al., 2016). En nuestro país, el tema de la ética y los valo-
res profesionales es relativamente reciente. A pesar de la importancia que en su momento tuvieron algunos 
trabajos pioneros (Maggi, 1997; Muñoz y Rubio, 1993; Ríos, 1997; Spitzer, 1990), hasta finales de los años 
90 del siglo pasado todavía no se había logrado consolidar dentro de las líneas prioritarias del campo de la 
investigación educativa (Yurén et al., 2013: 45). 

No obstante, en las primeras dos décadas del 2000, las investigaciones sobre ética profesional se multipli-
caron. De acuerdo con el último estado del conocimiento, editado por el Consejo Mexicano de Investigación 
Educativa, entre el 2002 y el 2012 la producción pasó de 5 a 287 trabajos entre libros de autor, artículos, 
capítulos de libro, tesis, ponencias y códigos deontológicos (Hirsch y Pérez-Castro, 2013). Las principales 
temáticas de las investigaciones, hasta ese momento, se centraban en: el estudio de las competencias, 
rasgos, creencias y actitudes de ética profesional; la enseñanza de la ética profesional en licenciaturas y 
posgrados específicos; la ética de la investigación científica y el desarrollo tecnológico; los dilemas éticos y 
las conductas no éticas, y la ética de la profesión docente (Hirsch y Pérez-Castro, 2013).

En estos últimos cinco años, la producción se ha enfocado en la ética de la profesión docente (Hirsch y 
Navia, 2015; Navia y Hirsch, 2015; Jurado, 2016), la formación en ética profesional de los estudiantes de 
licenciatura y posgrado (Díaz-Barriga et al., 2016; Félix y Félix, 2016; González, 2017; López-Calva, 2014 y 
2015; Vera et al., 2016) y la relación entre ética profesional y responsabilidad social universitaria (Acosta et 
al., 2016; López et al., 2016; Pérez-Castro, 2016).

1. Este artículo es producto de una investigación que se desarrolla en el Instituto de Investigaciones sobre la Universidad y la Educación (IISUE) 
de la Universidad Nacional Autónoma de México y que está financiada por el Programa de Apoyo a Proyectos de Investigación e Innovación 
Tecnológica (PAPIIT), con clave IN300516.
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A pesar de este desarrollo, son pocos los trabajos en México que abordan la actuación ético profesional de 
los trabajadores sociales (Aguillón, 2011; Carreón, 2015; Flores y Martínez, 2006; Galeana y Tello, 2010; Tello 
y Ornelas, 2015), y menos aun los que estudian la labor de estos profesionales cuando sus usuarios son 
personas con discapacidad (Mancinas et al., 2017; Lázaro y Silva, 2014). Se trata de una línea de estudio 
que, consideramos, se encuentra en plena construcción.

De este modo, para lograr el objetivo propuesto, se ha organizado el artículo en tres apartados: en el prime-
ro, se plantean algunos de los elementos del enfoque de los derechos humanos y su convergencia con el 
modelo social de la discapacidad, haciendo énfasis en el derecho que tiene cada persona a ser reconocida 
e incluida en los diferentes ámbitos de la vida social. En el segundo, se analizan los principios y algunos 
valores ético profesionales en el contexto de la atención a personas con discapacidad, enfocándonos parti-
cularmente al trabajo social. En el tercer apartado, se discuten algunos de los dilemas éticos que los profe-
sionales pueden enfrentar cuando la competencia o la autonomía de los usuarios se ven comprometidas por 
una limitación en sus funciones o estructuras corporales. Finalmente, se presentan algunas consideraciones 
sobre las problemáticas abordadas a lo largo del texto.

2. La construcción y desarrollo de la noción de discapacidad

La discapacidad es un concepto construido histórica y socioculturalmente. Se refiere a una experiencia 
humana específica, cuya explicación ha cambiado de acuerdo con el énfasis depositado en los diferentes 
factores que en ella intervienen, ya sean las personas, la sociedad, las oportunidades y las relaciones que 
los individuos pueden establecer o no, al ser etiquetados con esta palabra (Goffman, 1970). 

La distinción entre situación y condición de discapacidad, desarrollada por Pantano, hace referencia a la 
“…vivencia individual, particular y a la manifestación de un fenómeno social caracterizable” (2009: 89). Esta 
mirada, recuperada y reformulada por otros autores (Ferrante y Ferreira, 2011; Ferreira, 2007; Rodríguez 
et al., 2017; Roncoli, 2017; Tamayo et al., 2017), implica conocer cómo viven los sujetos la discapacidad y 
cuáles son los “factores o circunstancias que tienen que ver con las personas en cuanto estén o puedan 
estar en condición de discapacidad” (Pantano, 2009: 91). La cuestión va más allá de la manera en que se 
nombre, dado que: 

“La condición de discapacidad está asociada a la falta de acceso a bienes y servicios materiales y simbólicos 
(educación, trabajo, servicios de salud y rehabilitación, prótesis y órtesis, transportes, libre circulación en el espacio 
público y privado, ocio, entre otros) […] El motivo de esta exclusión es la presunción de normalidad acerca de los 
cuerpos y de los modos de ser y estar en el mundo que conduce a la sanción social de aquellos que son ubicados 
en los márgenes de la norma” (Venturiello, 2017: 167).

La discapacidad también ha sido pensada, de acuerdo con los principios y valores de cada cultura, hacia 
uno u otro lado de los siguientes binomios: pureza/impureza, milagro/castigo, salud/enfermedad, normali-
dad/anormalidad, inclusión/exclusión (Brogna, 2009). Más recientemente, se ha buscado entenderla como 
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“la compleja interacción entre los rasgos inherentes a una persona (o de su limitación), y la manera en que 
dichos rasgos se manifiestan en el contexto en el que se desarrollan los individuos (en los hechos discapa-
citantes de la limitación)”2 (Riddle, 2017: 16).

Estos pares dicotómicos se derivan fundamentalmente de los modelos de discapacidad, desde donde se 
han propuesto categorías para explicar las representaciones construidas históricamente (Brogna, 2009; Pa-
lacios, 2008; Sandoval et al., 2017), que se manifiestan tanto en las prácticas cotidianas como en las formas 
en que nos relacionados con aquellos que tienen esta condición. 

Por una parte, está el modelo individual, que coloca a la discapacidad en la persona (French y Swain, 2008) 
y que se divide en dos submodelos: el de prescindencia, que establece una relación con lo sagrado para 
comprender la discapacidad, ya sea como milagro o como castigo (Brogna, 2009), y el médico-rehabilitador, 
que ha considerado a la discapacidad como “…una condición negativa que debe ser erradicada…para re-
cuperar o alcanzar un status social completamente humano, a través del acercamiento —en la medida de 
lo posible— a la normalidad biomédica” (Ferrante, 2017: 46). Ambos submodelos contribuyeron a que estas 
personas fueran aisladas, excluidas, asistidas o compadecidas. Por otra parte, existen diferentes propues-
tas de análisis y subdivisiones —el modelo social, el de vida independiente, el de derechos humanos, el 
biopsicosocial, el de calidad de vida, el ecológico, el de la diversidad funcional, etcétera— pero, de acuerdo 
con Riddle (2017), la mayoría coincide en posicionarse contra la perspectiva que ve a la discapacidad como 
un problema individual, sustentada solamente en el saber médico.

Así, a partir de la segunda mitad del siglo XX empieza a surgir una nueva forma de entender la discapacidad, 
la cual ya no se remite a los rasgos o diferencias de las personas, sino más bien a las condiciones que la pro-
ducen, como la pobreza, la discriminación, la segregación, los prejuicios, el paternalismo y la degradación 
de la condición humana. Lo que se busca es garantizar el respeto y el reconocimiento de estos individuos, 
mediante políticas que reviertan y transformen las desigualdades que perduran en las estructuras sociales 
(Charlton, 1998; Ferrante, 2015; Palacios, 2017).

En sus inicios, la lucha por los derechos de las personas con discapacidad tuvo dos grandes vertientes. 
En los Estados Unidos, se pugnó porque la discriminación estuviera prohibida en la ley, defendiendo la 
tradición de oponerse al destino de ciudadano de segunda clase. Mientras, en el Reino Unido, el debate se 
centró en asegurar la provisión por parte del estado de los servicios públicos básicos necesarios para lograr 
una vida independiente (Bariffi y Palacios, 2007; Morris, 1991; Roncoli, 2017).

Una década después, la Unión de Personas Físicamente Deficientes contra la Segregación (UPIAS por 
sus siglas en inglés) emite los ‘Principios Fundamentales de la Discapacidad’, los cuales constituyeron la 
base para el modelo social, impulsado por un grupo de académicos británicos, entre ellos Mike Oliver, Vic 
Finkelstein y Colin Barnes (Ferrante, 2015; Palacios, 2008). Estos principios denunciaban que era la socie-
dad la que discapacitaba a las personas como resultado de la ideología, las prácticas, las costumbres y la 
propia organización social. Con el tiempo, esta elaboración teórica fue tomando otras vertientes, congre-
gando disciplinas que abarcaron diferentes dimensiones de las experiencias que las personas tenían en 
relación con la discapacidad.

2. Traducción propia.
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Esto dio lugar a lo que actualmente se conoce como el campo de estudios sobre la discapacidad o disability 
studies. Algunos de ellos ven a la discapacidad como un asunto relacionado con las barreras sociales, otros 
la analizan como una marca cultural o se interesan por la interacción existente entre la limitación y el entor-
no, mientras que algunos más explican la discapacidad como un ámbito de interés en materia de derechos 
civiles, cuyo principal sustento son los derechos humanos (Goodley, 2017; Watson et al., 2012). 

Los planteamientos del modelo social de discapacidad y el enfoque de los derechos humanos encontraron 
armonía entre sí, en gran medida por los valores que los sustentan, como la igualdad en dignidad, derechos 
y libertades, el reconocimiento de la personalidad jurídica y la no discriminación, así como la manera en 
que ambos analizan las barreras sociales y promueven el desarrollo de cambios que permitan a la persona 
“contar con los medios que necesite para desarrollar su propio potencial”(Lidón, 2016: 109). En particular, el 
enfoque de derechos humanos ha buscado generar instrumentos que lleven a la institucionalización de una 
estrategia política, desde donde se cuestione la forma en que se han ejercido las libertades y los valores, 
exigiendo accesibilidad plena para las personas con discapacidad lo que, dicho sea de paso, también ha 
sido una de las demandas más importantes del modelo social (Lidón, 2016; Quinn y Degener, 2002).

Uno de estos instrumentos jurídicos es la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad (CPDP) (Naciones Unidas, 2006), la cual ha sido fundamental para la definición y aplicación de los 
derechos civiles, económicos, políticos, sociales y culturales de estos sujetos, en diversos aspectos: pri-
mero, por la exigencia que hace a los estados parte para garantizar su ejercicio; segundo, porque brinda 
elementos para el desarrollo de la legislación y las políticas públicas nacionales, y tercero, porque establece 
mecanismos para el seguimiento de los derechos a nivel nacional e internacional (Naciones Unidas, 2008).

Sin embargo, la promulgación, firma y ratificación de la Convención es sólo un primer paso hacia un hori-
zonte incluyente, ya que la armonización de los marcos internacionales, nacionales, estatales e institucio-
nales ha sido un proceso parsimonioso y, hasta ahora, no se ha logrado establecer una estrategia jurídica 
que permita a todos los países firmantes garantizar los derechos, impedir que sean violados y destinar los 
presupuestos requeridos para protegerlos (Lidón, 2016).

Como denuncia Ferrante, se trata de una cuestión política en la que es importante distinguir entre “los de-
rechos ‘en papel’ (con la CDPD como horizonte a exigir) y el plano de los derechos ‘en las prácticas’ (exa-
minando las políticas en concreto y utilizando este material como sustrato de caracterización de la situación 
de discapacidad y denuncia)”. (2017: 57).

Transitar los diferentes niveles, desde los internacionales hasta los locales, que enmarcan la experiencia 
de la discapacidad como condición y situación conlleva dos procesos. Por una parte, es necesario que la 
persona con una limitación fortalezca o recupere el control sobre las decisiones de su propia vida y, por otra, 
es preciso simultáneamente reducir las inequidades estructurales e institucionalizadas. Esto contribuiría a 
visibilizar la tensión entre los derechos reconocidos y las prácticas sociales, dentro de la nebulosa en la que 
ambos coexisten, así como a denunciar aquellas prácticas en donde los derechos de estas personas están 
siendo anulados, restringidos o transgredidos (Molina, 2015).

Específicamente en México, algunos de los obstáculos para la implementación de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad han sido: la ausencia de marcos legislativos que incluyan 
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todos los aspectos que este instrumento abarca; la baja tasa de empleo de las personas con discapacidad 
y el incumplimiento de la cuota laboral del 3 % en los puestos de gobierno; la ausencia de estadísticas e 
información sobre la discapacidad y la situación en que viven estos sujetos; la denegación del voto a las 
personas con discapacidad intelectual y psicosocial agudas, así como la falta de alternativas para el ejer-
cicio de este derecho y, por último, la persistencia de las leyes de tutela e interdicción, sin proponer otros 
caminos para salvaguardar la capacidad jurídica de este sector de la población (Sandoval et al., 2017). 

Necesitar ayuda no significa que la autonomía de los individuos esté siendo menoscabada. Éste es un ele-
mento que queremos destacar de lo expuesto hasta ahora, porque introduce la noción de interdependen-
cia, a partir de la cual se cuestiona la visión del ser humano infalible y con independencia plena. Todos los 
individuos, a lo largo de nuestras vidas, requeriremos algún tipo de apoyo y su demanda se incrementará 
bajo ciertas condiciones, como la niñez, las enfermedades o la vejez, o en determinadas situaciones, como 
el maltrato, la vulnerabilidad específica, la pobreza, la discriminación o la exclusión social (CEPAL, 2017; 
Dhanda, 2008). 

Utilizar el enfoque de derechos humanos para analizar la práctica profesional en el ámbito específico de la 
atención a las personas con discapacidad implica reconocer el vínculo entre estos dos campos, particu-
larmente en lo que atañe a los principios éticos, los roles, las funciones y las actuaciones de los profesio-
nales. Asimismo, permite observar el carácter dilemático de las profesiones cuando se ponen en tensión 
los estándares sociales del servicio con las necesidades del usuario, o cuando se generan discrepancias 
entre los principios de la profesión y los derechos humanos. Finalmente, coadyuva a la implementación de 
los derechos humanos, como perspectiva ética, para guiar el ejercicio profesional y, al mismo tiempo, para 
reconocer el valor intrínseco de las personas, contribuyendo a su bienestar, especialmente de los colectivos 
más vulnerables (Munuera y García-Longoria, 2013; Cubillos-Vega, 2017).

3. La ética profesional en la prestación de servicios a personas con discapacidad

El interés por regular la actuación profesional se remite al proceso mismo de institucionalización de las pro-
fesiones. Los primeros esfuerzos que se hicieron al respecto se empeñaron en definir una serie de rasgos 
que permitieran distinguir a las profesiones de otras actividades, así como controlar el reclutamiento, la 
movilidad y el ejercicio de sus miembros. “Hubo un elenco teleológico en esta lista. Las profesiones fueron 
exitosas gracias a sus atributos: educación prolongada, conocimiento especializado, asociaciones regula-
doras, normas y códigos de éticas desarrollados, etc.”3 (Ackroyd, 2016: 16).

Ya en el siglo XX, la discusión giró inicialmente en torno a los factores que intervenían en el mantenimiento 
de los monopolios profesionales y, posteriormente, el análisis se centró en el ejercicio profesional cotidiano, 
así como en los discursos profesionales que elaboraban los sujetos en el marco de las instituciones (Abbot, 
1988; Johnson y Gore, 2016). De acuerdo con Saks (2016), en las últimas dos décadas los estudios sobre 
las profesiones se han diversificado aún más, incluyendo cuestiones como la relación entre los distintos 

3. Traducción propia.
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ámbitos del sistema ocupacional, los dispositivos de cierre social, el papel de las empresas privadas en la 
provisión de servicios profesionales y los procesos de profesionalización y desprofesionalización en el mar-
co de la sociedad del conocimiento. 

En este artículo, nos enfocamos particularmente en los servicios profesionales que brindan los trabajadores 
sociales a individuos que se encuentran en situación de dependencia, específicamente aquellos que tienen 
una discapacidad. Nos interesa analizar los principios y valores ético profesionales que se ponen en juego 
cuando el ejercicio está dirigido a “personas que requieren apoyos para poder desarrollar las actividades 
esenciales de su vida diaria, con el fin de alcanzar una mayor autonomía personal y poder disfrutar con 
plenitud de sus derechos como ciudadanos.” (Viscarret et al., 2016: 252).

Por servicios profesionales entendemos aquellas actividades que los miembros de los grupos ocupaciona-
les realizan de manera organizada, en instituciones públicas o privadas, con base en determinados crite-
rios que les permiten establecer el monopolio de su actividad, los límites de su intervención y les otorgan 
legitimidad (Wilkinson et al., 2016). Asimismo, coincidimos con Macheridis y Paulsson (2017: 4) en que el 
trabajo profesional se caracteriza por “el uso de la organización profesional como un referente importante, la 
creencia en los servicios públicos; la creencia en la auto-regulación; el sentido del llamado de la profesión; 
y la autonomía”4.

Es justamente en el debate entre la autonomía y la responsabilidad, la auto-regulación profesional y la regu-
lación institucional, el ejercicio liberal y el asalariado, que surge la pregunta sobre la ética, es decir, la pre-
gunta sobre el bien, no sólo en términos del servicio que aportan los profesionales, sino también del bien-
estar individual y social (Hortal, 2002). Uno de los enfoques más importantes desde donde se ha analizado 
la actuación ético profesional ha sido el principialismo (Israel, 2015; Idareta et al., 2017). Su persistencia y 
relevancia en el campo se debe, en gran medida, a que éste “puede ser visto como ejemplo de la aplicación 
de principios éticos generales a contextos particulares”5 (Tapper y Millett, 2014: 62).

El principialismo tiene sus orígenes en los años 70, sus dos fuentes más importantes fueron los ‘Principios 
éticos y pautas para la protección de los seres humanos en la investigación’, mejor conocido como el In-
forme Belmont, y el trabajo de Beauchamp y Childress sobre los ‘Principios de la Ética Biomédica’ (Beau-
champ, 2010; Israel, 2015). Los cuatro principios son: autonomía, beneficencia, justicia y no maleficencia. 
En el momento en que se plantearon, se pretendía que estos fueran lo suficientemente claros para guiar el 
trabajo de los diferentes campos profesionales y, al mismo tiempo, lo suficientemente generales para que 
pudieran ser interpretados desde diferentes tradiciones ético morales (Beauchamp, 2016). 

Pero, ¿cómo se expresan estos principios cuando los usuarios tienen una discapacidad?, ¿qué pueden ha-
cer los profesionales para proteger los derechos de estas personas? y ¿cuáles son los principales dilemas 
que se pueden presentar?

La relación profesional, al igual que el resto de los encuentros que tenemos en la vida cotidiana, es algo que 
construimos las personas, para lo cual utilizamos la información que aporta cada uno de los participantes, 
así como el conocimiento previo socialmente construido (Goffman, 1970). La interacción entre un individuo 

4. Traducción propia.
5. Traducción propia.
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con discapacidad y otro sin discapacidad no tendría por qué ser distinta, sin embargo, el modelo de norma-
lidad predominante ha hecho que “en nuestras sociedades la discapacidad siga siendo considerada como 
un disvalor o un ‘no valor’” (Etxeberría et al., 2013: 9). 

En la relación profesional, lo que está en riesgo no sólo es la provisión del servicio, sino el bienestar del 
usuario. Por ello, es importante contextualizar los principios profesionales a partir de sus necesidades y 
capacidades. El principio de autonomía conlleva dos obligaciones: la primera, de tipo negativo, se refiere 
a la imposibilidad de que las acciones de una persona sean coartadas por otros, mientras que la segunda, 
de tipo positivo, apunta al fortalecimiento de la elección autónoma de los sujetos, así como el tratamiento 
cuidadoso de la información (Beauchamp y Childress, 2013). Pero cuando se trata de individuos con disca-
pacidad, esta segunda dimensión tiende a ser vulnerada con el argumento de que no pueden solventar sus 
necesidades de manera independiente o que carecen de competencia para tomar decisiones. Sin embargo, 
aquí el trabajo profesional:

“[…] se prolonga en autonomía del beneficiario, de la persona con discapacidad, haciéndola lo menos discapacitada 
posible a partir de lo cual se va entrando con ella en relación con grado significativo de autonomía por su parte, 
desde la que ella acoge libremente lo que la acción benefactora de familiares y profesionales le sigue ofreciendo” 
(Etxeberría, 2005: 54).

El segundo principio, la beneficencia, apela a actuar conforme a los bienes intrínsecos de la profesión y 
a realizarlos de la mejor manera posible, a través de los conocimientos y los medios técnicos disponibles 
(Hortal, 1994). No obstante, cuando la competencia del cliente o usuario se ve comprometida, se requiere 
tener un mayor cuidado de la dignidad de la persona, potenciar sus capacidades, establecer las bases para 
darle el trato y la información adecuados y garantizar su participación en la consecución del bien intrínseco 
(Etxeberría et al., 2013).

Por su parte, el principio de justicia nos recuerda que la sociedad es ante todo una empresa cooperativa y 
que los profesionales deben contribuir a la distribución equitativa y eficiente de los beneficios y obligaciones 
que se le atribuyen a cada persona (Beauchamp, 2016; Mamo y Fishman, 2013). Asimismo, estos deben 
comprometerse con el trato justo de las personas con discapacidad y el logro de mejores condiciones de 
vida, porque sus necesidades y demandas son más específicas que las del resto de las personas. En es-
pecial, se debe procurar evitar el maltrato y la negligencia que resultan de la reproducción de prácticas y 
contextos injustos.

Finalmente, el principio de no maleficencia cuida de que la actuación profesional no genere daño alguno a 
las personas, ya sea físico, emocional o legalmente. Su contraparte es la beneficencia, no obstante, esta 
última implica “emprender medidas para ayudar —a prevenir el daño, eliminar el daño, y promover el bien— 
mientras que la no maleficencia requiere solamente la restricción intencional de acciones que causan daño”6 
(Beauchamp y Childress, 2013: 152). En la población con discapacidad, la probabilidad de sufrir algún daño, 
intencional o involuntariamente, se incrementa por la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran 
estos sujetos, pero también por las ideas y prácticas que socialmente se han construido en torno a ellos, 
así como por la ausencia de marcos legales eficientes para proteger sus derechos (Uribe y González, 2008).

6. Traducción propia.
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Como hemos dicho, el principialismo ha sido un enfoque dominante en los análisis de la actuación profe-
sional, pero la ética profesional no se agota en él. De hecho, cada vez hay más trabajos que abogan por 
el uso de otras perspectivas, como la ética de las virtudes, la ética de las relaciones y la ética del cuidado 
(Banks, 2016; Breakey y Sampford, 2017; Cobo 2001). Adicionalmente, los códigos de ética poco a poco 
han buscado pasar del nivel meramente normativo al procesal y de la definición abstracta de las obligacio-
nes sociales a los compromisos que contraen los sujetos que toman parte del ejercicio profesional (Vanclay 
et al., 2013).

Específicamente sobre los profesionales del trabajo social, Bermejo (2002) señala que el bien intrínseco que 
lo sustenta es la construcción de una sociedad en la que cada individuo pueda desarrollarse plenamente, 
por lo que su principal función debe ser impulsar y fortalecer las capacidades de sus clientes o usuarios, así 
como trabajar en la eliminación de los factores sociales que los limitan.

Por consiguiente, el ejercicio profesional del trabajador social se ha ampliado más allá de la intervención, 
para abarcar problemáticas de los ámbitos social y cultural (Pérez, 2007). De este modo, Viscarret et al. 
(2016), a partir del análisis de lo que los trabajadores sociales ‘hacen’, han identificado doce ámbitos que 
dan cuenta de la diversidad de funciones que paulatinamente han asumido estos profesionales, como el 
trabajo con conductas socialmente desviadas; la atención a las necesidades sociales; la intervención so-
cioeducativa con la familia e infancia/adolescencia; la labor docente o como investigadores; la atención a 
inmigrantes y/o refugiados; el trabajo en el campo de la salud y la dependencia; la gestión y planificación 
de los servicios sociales; la atención primaria específica; la inserción e integración social; la intervención 
directa; la atención a la mujer, y el trabajo con problemáticas diversas en la administración pública.

Particularmente, cuando se trata de individuos que están en situación de dependencia, como las personas 
con discapacidad, los trabajadores sociales tienen una labor esencial en la identificación y superación de 
las barreras que los vulneran y excluyen socialmente. Por esta razón, su ejercicio profesional necesita sus-
tentarse en principios y valores que no sólo les ayuden a orientar su trabajo, sino que también les briden 
protección a ellos y a sus usuarios. Para Congress (2010), los principios y valores centrales que comparten 
los códigos de ética del trabajo social pueden agruparse en dos grandes rubros: los relacionados con la 
práctica profesional (confidencialidad, integridad profesional y autodeterminación) y los relacionados con 
la dignidad humana y la justicia social (respeto por las personas, no discriminación, competencia cultural, 
derechos humanos y justicia social).

Uno de los rasgos que distinguen al trabajo social es que su ámbito de intervención se sitúa en los espacios 
de interacción de los sujetos. Para lograr el cambio social y promover el empoderamiento de los individuos, 
Munuera (2012) plantea los siguientes principios:

1.	 Comprensión de las necesidades y capacidades de las personas con discapacidad, como compromiso 
básico de justicia.

2.	 Desarrollo de la red social a través del fortalecimiento de los individuos y grupos.

3.	 Respeto a los derechos, la justicia, la tolerancia, la autodeterminación, el desarrollo personal y la segu-
ridad familiar.

4.	 Compromiso con la ética, los valores y la práctica del trabajo social.
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El objetivo final de la intervención profesional en este tipo de situaciones es “fortalecer la habilidad de las 
partes en conflicto con miras a lograr un arreglo duradero, aceptado por ambas partes, tomando en consi-
deración las necesidades de cada miembro, distinguiendo las posiciones y señalando los intereses comu-
nes que pueda haber entre ellos”7 (Munuera, 2015: 16).

Otros principios que, desde la perspectiva de Dolgoff et al. (2012), deben considerar los trabajadores so-
ciales son: la protección de la vida humana, el trato justo a las personas, el fortalecimiento de la autodeter-
minación, la autonomía y la libertad de los usuarios, evitar el daño, el mejoramiento de la calidad de vida, 
el respeto a la privacidad y la confidencialidad, y hablar siempre con la verdad. El orden de estos principios 
no está predeterminado, sino que en cada situación los profesionales deben ponderar la prioridad que le 
dan a cada uno, especialmente en aquellas circunstancias en donde dos o más de ellos pueden generar 
alternativas en conflicto. 

Finalmente, Fernández y Ponce (2014) plantean seis principios para orientar la intervención del trabajador 
social:

1.	 Consideración individualizada. Su punto de partida es el respeto y el reconocimiento del valor único que 
tiene cada persona. Este principio exige del profesional rasgos específicos como: la minuciosidad, la 
objetividad, el entendimiento y la flexibilidad, así como saber escuchar y observar.

2.	 La aceptación del usuario. Como su nombre lo indica, significa aceptar a la persona como realmente es, 
sin que esto merme la objetividad del profesional. Este principio requiere del respeto, la receptividad, el 
interés, el análisis y comprensión de los esquemas de acción, y la capacidad de discernimiento entre 
las necesidades del usuario y las del trabajador social.

3.	 La autodeterminación. Conlleva el respeto y la aceptación de la libertad de cada persona para tomar 
sus propias decisiones. Es decir, potenciar las capacidades del usuario sin tratar de ocupar su lugar ni 
generar dependencias. La labor del trabajador social consiste en ayudar al usuario a aclarar su situa-
ción, proveerle información adecuada, mostrarle los recursos disponibles y construir un clima propicio 
para que se exprese con libertad y confianza. 

4.	 No enjuiciamiento. El profesional debe abstenerse de emitir opiniones, valoraciones y consideraciones 
sesgadas sobre el caso en el que interviene y mucho más sobre las personas involucradas en él. Su 
función es “…comprender las debilidades y fracasos de los usuarios, pero nunca deberá juzgarlos. El 
derecho y las autoridades competentes son los encargados de emitir juicios y sentencias” (Fernández 
y Ponce, 2014: 51).

5.	 La expresión y combinación de sentimientos. El usuario es ante todo una persona con sentimientos, 
que se combinan de formas diversas dependiendo de la situación que enfrenta y que, bajo ciertas 
condiciones, lo pueden llevar a la inestabilidad emocional. El trabajador social debe ayudar a crear un 
clima adecuado que le permita expresar sus sentimientos y mantener su equilibrio. Los dos rasgos fun-
damentales aquí son la sensibilidad y la comprensión.

6.	 Confidencialidad. Este principio es “un deber del trabajador social con casos y un derecho del cliente me-
diante el cual se garantiza la intimidad y el secreto profesional de toda la información manifestada durante 

7. Traducción propia.
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la intervención” (Fernández y Ponce, 2014: 51). Para ello, el trabajador social debe tener en cuenta los 
principios profesionales, los límites institucionales de su actuación e, incluso, su propia intuición, sobre 
todo en aquellas circunstancias en donde esté en riesgo la vida o integridad de los usuarios o clientes.

4. Dilemas éticos en la atención a personas con discapacidad

Los dilemas éticos son ineludibles en el ejercicio profesional y en la vida misma. Continuamente, las per-
sonas tenemos que tomar decisiones en las que nos vemos obligados a elegir entre dos posibles cursos 
de acción, que se contraponen entre sí y que conllevan una serie de consecuencias morales, económicas, 
sociales, políticas e, incluso, jurídicas.

Según Resnik (1998), los dilemas son situaciones en las que las normas y valores entran en conflicto. Su 
solución suele generar incomodidad y molestia, porque para ambos lados del problema pueden existir su-
ficientes argumentos a favor o en contra, por lo que las personas suelen tener muchas dudas sobre lo que 
se ‘debe’ y lo que se ‘puede’ hacer. 

Por su parte, Reamer (2013: 4) sostiene que “un dilema ético es una situación en la cual los deberes y 
las obligaciones profesionales, enraizados en valores centrales, chocan. Aquí es cuando los trabajadores 
sociales deben decidir qué valores —según se expresan en diferentes deberes y obligaciones— tienen 
preminencia”8.

De manera más específica, Banks y Williams hacen una distinción entre problema ético y dilema ético. El 
primero es “una historia acerca de una situación compleja, en donde se tuvo que asumir una decisión, pero 
en la que no había ningún dilema para la persona que tomó la decisión —es decir, se tenía claridad sobre el 
curso de acción a seguir—”9 (2005: 1011).

Por el contrario, un dilema ético es:

“[…] una historia acerca de la toma de decisiones, que implica la difícil elección entre dos alternativas igualmente 
inoportunas y en donde no está claro cuál de ellas es la correcta. Una situación o evento por sí mismo no es un 
dilema, pero puede construirse como dilema para ciertas personas” (2005: 1011)”10.

Las situaciones dilemáticas en el trabajo profesional pueden ser diversas, sin embargo, cuando la compe-
tencia del usuario o cliente se ve disminuida, esta diversidad puede ser mayor, dependiendo de la limitación 
que tenga la persona, así como de la relación que se haya logrado construir entre ella, el profesional y su 
familia. En cualquier caso, como advierte Reamer (2014), los dilemas exigen un análisis profundo de la si-
tuación, en donde, entre otras cosas, se ponen en juego los valores, deberes y obligaciones profesionales.

8. Traducción propia.
9. Traducción propia.
10. Traducción propia.
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El trabajo social es particularmente una profesión en donde se enfrentan numerosos dilemas éticos “dado 
que, no sólo se trata con personas, sino que también interviene en situaciones y contextos —a veces muy 
delicados— en los que se ven inmersas esas personas” (Ballestero et al., 2014: 228). 

Justamente con el fin de analizar los principales problemas éticos que se presentan en el ejercicio profesio-
nal, Ballestero et al. (2013) realizan una investigación con una muestra de trabajadores sociales en España. 
Los resultados les permitieron identificar siete tipos de dilemas concernientes a: 

1.	 La protección y el mantenimiento de la confidencialidad.

2.	 La información que los profesionales brindan a los usuarios.

3.	 Los límites de la autonomía de los usuarios.

4.	 Los límites de la confidencialidad sobre los usuarios.

5.	 Los vínculos que establecen el profesional, los usuarios y los colegas.

6.	 El respeto a las opiniones de los usuarios y el acceso de la historia social.

7.	 La relación entre el trabajador social y los usuarios.

Otros dilemas en el trabajo social están relacionados con (Ballestero et al., 2012): 

•	 La información que se le proporciona a terceras personas.

•	 La duración de la intervención ya sea porque se tiene que cerrar el caso, a pesar de las implicaciones 
que esto tiene para los individuos involucrados, o por el poco tiempo que en ocasiones se puede dedi-
car a la atención de los usuarios.

•	 Los problemas que se generan por las malas prácticas de otro trabajador social u otros profesionales.

•	 El manejo de situaciones en donde el trabajador social descubre que los usuarios han proporcionado 
información parcial o inexacta, con el fin de continuar recibiendo el servicio.

•	 Los conflictos relacionados con los criterios para la distribución de apoyos y recursos, especialmente 
con usuarios en situación de vulnerabilidad

•	 Las dificultades originadas por el contenido y redacción de los informes sobre los usuarios, así como 
por la titularidad y el acceso a los mismos.

•	 La obtención del consentimiento informado.

•	 Las circunstancias en donde los usuarios ofrecen alguna retribución material o económica al trabajador 
social para obtener algún servicio o prestación. 

Por su parte, Dolgoff et al. (2012) sostienen que, de manera general, los dilemas éticos pueden diferenciarse 
entre aquellos que se originan por valores en conflicto (competing values), por ejemplo, cuando el profe-
sional se ve obligado a elegir entre la justicia y la equidad o entre la confidencialidad y la protección de la 
vida del usuario, y aquellos que se originan por el conflicto entre lealtades (competing loyalties), en donde el 
trabajador social es presionado por diferentes personas o grupos con intereses y demandas contradictorias 
entre sí.
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Con base en lo anterior, los autores plantean los siguientes dilemas ético profesionales (Dolgoff et al., 2012):

1.	 El conflicto entre la autonomía del cliente y la expertise profesional.

2.	 Diferencias entre los valores del usuario y el profesional.

3.	 Diferencias entre los intereses del cliente, el profesional y la institución en donde se brinda el servicio.

4.	 Decir la verdad, sin manipular, presionar o hacer sentir mal al cliente y, al mismo tiempo, evitar que él 
malinterprete o tenga una falsa idea de su situación.

5.	 Problemas derivados de un mal diagnóstico.

6.	 Mantener la confidencialidad sobre la situación del usuario frente a las demandas de información de 
terceros involucrados.

7.	 Lograr el consentimiento informado.

8.	 Problemas en el aprovechamiento y distribución de los recursos cuando estos son limitados.

9.	 Problemas en la intervención y defensa de los recursos, servicios y derechos del usuario.

10.	 Conflictos por las malas prácticas de los colegas u otros profesionales.

11.	 Diferencias culturales o religiosas entre el cliente y el profesional.

12.	 Problemas entre las demandas o necesidades del usuario y el cumplimiento de las políticas y regula-
ciones institucionales.

De los diferentes dilemas, nos interesa destacar tres: el conflicto entre los intereses del usuario, el profesio-
nal y la institución, la obtención del consentimiento informado, y la tensión entre la autonomía del usuario 
y la del profesional. Estos han sido señalados entre los más relevantes tanto en las investigaciones sobre 
personas con discapacidad (Lépiz 2000; Leturia et al., 2014; Muñoz y Lucero, 2014; Román, 2010; Ramos, 
2013; Rodríguez-Arias y Rodríguez-Arias, 2005; Rueda y Miranda, 2002), como en otros colectivos en si-
tuación de vulnerabilidad (Ballestero et al., 2012; Beauchamp y Childress, 2013; Busso y León-Sanz, 2016; 
Congress, 2010; Israel, 2015; Liamputtong, 2007; Parrot, 2010).

Con respecto al primero, cabría decir que cuando el servicio profesional se brinda a través de alguna insti-
tución, ya sea un hospital, una escuela o una oficina de asistencia social, los dilemas se producen porque 
el profesional tiene que lidiar entre el logro del bienestar para el usuario, las exigencias institucionales y sus 
propios principios y valores. A continuación, presentamos una problemática que se suscitó en un plantel de 
educación media superior de la Ciudad de México.

En el ciclo escolar 2015-2016, la escuela recibió a un grupo de doce jóvenes con discapacidad auditiva. 
Como la institución no tenía recursos para atender las necesidades educativas de estos alumnos, los padres 
acordaron contratar por su cuenta a dos intérpretes de lengua de señas, quienes estarían apoyando a los 
profesores en las clases. La inclusión de estos chicos significó todo un reto para los maestros y los intérpre-
tes, ya que era la primera vez que trabajaban en una empresa de esta naturaleza, así como para la escuela, 
que estaba obligada a brindar el servicio. Al final del primer año, sólo siete de los doce jóvenes continuaban 
estudiando (De la Cruz, 2017). 



Judith Pérez-Castro • Pamela González-Osorio  126 

Revista Española de Discapacidad, 6 (1): 113-137

El dilema aquí gira en torno a la postura que debe asumir la administración escolar, es decir, si tendría que 
hablar con los estudiantes y sus padres para que retomen sus estudios, toda vez que en México la edu-
cación media es obligatoria desde el 2011, o bien si tendría que dejar pasar la situación pues, en última 
instancia, fueron los papás quienes asumieron los costos adicionales de la educación de sus hijos. Además, 
en la descripción que se hace del caso, los maestros y los intérpretes de lengua de señas dijeron descono-
cer los motivos del abandono escolar, es decir, si ésta había sido una decisión de los estudiantes o de sus 
progenitores.

La pregunta de fondo es: ¿quién es el usuario: la persona con discapacidad, la institución educativa o los 
padres? Para Dolgoff et al., (2012), la respuesta no se encuentra en el modelo profesional tradicional.

“Un modelo actualizado puede incluir al solicitante, al cliente, el objetivo, el beneficiario, el profesional, la agencia, la 
comunidad, y otros […] A veces, la misma persona es el solicitante, así como el cliente, el objetivo y el beneficiario. 
En otros momentos o situaciones, diferentes personas ocupan cada una de estas posiciones. El solicitante puede 
no ser el cliente (por ejemplo, cuando una madre solicita servicios para su hijo) y el cliente no tiene que ser el obje-
tivo (por ejemplo, el objetivo puede ser un empleador o el director de la escuela), ni el cliente es necesariamente el 
beneficiario de la intervención”11 (Dolgoff et al., 2012: 93).

Otro ejemplo es el que propone Parrot (2010). En él, se narra la situación de una madre de familia que se 
hace cargo de su hija, quien tiene discapacidad física e intelectual. Esta última asiste a un centro de cuida-
do, de las denominadas instituciones de relevo que brindan atención integral por períodos determinados y 
que, como su nombre lo indica, fueron diseñados para relevar temporalmente a los cuidadores familiares 
y mantener el bienestar, tanto de estos como de las personas con discapacidad. Recientemente, la madre 
ha pedido un período extra, debido a que su hija sufrió un accidente que le dejó diversas secuelas. El tra-
bajador social que lleva el caso habla con el supervisor, quien considera que las posibilidades de aprobar 
la petición son bajas, porque el centro de cuidado ha decidido limitar las estancias por persona y también 
porque otras solicitudes presentadas anteriormente no han sido autorizadas.

El dilema que se presenta en este caso es resultado de la tensión entre de la demanda de la madre, quien 
solicita el servicio; la necesidad de la persona con discapacidad, que es la beneficiaria directa del centro de 
cuidado, y la postura de la institución, que ha acotado el número de estancias para optimizar los recursos y 
permitir que otros puedan beneficiarse.

Para Parrot (2010), hay dos caminos posibles para abordar este dilema. El primero es seguir las normas, lo 
que desde un enfoque burocrático procedimental significa que el trabajador social acepte la respuesta del 
supervisor y le notifique a la solicitante del servicio que su petición ha sido denegada. El segundo es asumir 
una perspectiva flexible reflexiva, que conlleva pensar críticamente sobre los factores que intervienen en el 
dilema. Esto permite que el profesional vea otros cursos de acción posibles, en los que se puedan conciliar 
las demandas de las partes involucradas. En este ejemplo el trabajador social podría apelar ante el supervi-
sor la particularidad del caso, o bien ver si existe la posibilidad de asignarle a la persona con discapacidad 
algún período de estancia que otro usuario no esté ocupando.

11. Traducción propia.
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De cualquier modo, el autor advierte de que el profesional debe tener el cuidado de considerar los objetivos 
y valores de la institución para la que trabaja y, al mismo tiempo, las condiciones de cada situación, en la 
que convergen expectativas, valores y deberes del usuario, del profesional y, en este caso, de una tercera 
persona que es el solicitante.

Otro dilema que se puede presentar cuando se trabaja con personas con discapacidad es la obtención del 
consentimiento informado. Éste es un procedimiento que durante mucho tiempo se ha utilizado en la prácti-
ca médica y que se ha extendido hacia otras disciplinas y profesiones que trabajan con seres humanos. De 
acuerdo con Grady (2015: 855), el consentimiento informado “es la autorización de una actividad basada en 
el entendimiento de lo que dicha actividad implica y en la ausencia de control por otros”12. El contenido del 
documento suele estar sujeto a las leyes y la normatividad de cada país, mientras que los valores en los que 
éste se sustenta “están profundamente arraigados en la cultura —específicamente, el valor del respeto por 
la autonomía de la persona y su derecho a establecer sus propias metas y a hacer las elecciones pertinentes 
para alcanzar dichas metas—”13 (Grady, 2015: 855).

El consentimiento informado implica que los individuos conozcan con claridad la ruta que seguirá la inter-
vención profesional, los beneficios y riesgos que se pueden generar y, como su nombre lo indica, que ellos 
consientan libremente participar en este proceso. No obstante, en la población con discapacidad esto no 
siempre es posible, especialmente en aquellas personas con limitaciones severas, lo que se convierte en 
una fuente de tensión para los profesionales. 

Para analizar este tipo de dilemas, Lépiz (2000) describe el caso de una persona con discapacidad psicoso-
cial a quien se le tiene que administrar un tratamiento farmacológico controlado para contrarrestar una crisis 
que se le ha presentado. No obstante, debido a su condición, el usuario no está en capacidad de otorgar el 
consentimiento informado. Esto le plantea al equipo médico la disyuntiva de aplicarle el tratamiento, o bien 
esperar hasta obtener la autorización, ya sea de su parte, de sus padres o de sus tutores legales.

El consentimiento informado es una norma derivada del principio de autonomía, es decir, se requiere que la 
persona que lo asume tenga conciencia y voluntad suficientes para tomar decisiones (Ballestero et al., 2012; 
Beauchamp y Childress, 2013). Sin embargo, la discapacidad no inhabilita automáticamente a la persona, 
ni siquiera cuando están comprometidas las dimensiones cognitivas y psicosocial. Lo primordial es evitar o 
disminuir la probabilidad de provocar algún daño en el usuario, lo que atañe al principio de no maleficencia, 
a partir de una valoración cuidadosa de su capacidad que, de ser posible, debe hacerse desde una pers-
pectiva multidisciplinaria (Ramos, 2013). 

Conjuntar estos dos principios, autonomía y no maleficencia, no siempre es sencillo, incluso en individuos 
sin discapacidad. Para Beauchamp y Childress (2013), esta dificultad radica en que, por una parte, la au-
tonomía sólo tiene una obligación prima facie, por lo que puede quedar anulada frente a otras cuestiones. 
Por otra parte, la no maleficencia comprende diferentes nociones que, aunque están interconectadas, no 
necesariamente mantienen una relación causal entre sí. 

12. Traducción propia.
13. Traducción propia.



Judith Pérez-Castro • Pamela González-Osorio  128 

Revista Española de Discapacidad, 6 (1): 113-137

Por ejemplo, el vínculo entre agravio y daño. El primero implica la violación de los derechos de una persona 
y aunque un agravio generalmente provoca daños, el daño no necesariamente conlleva la realización de 
un agravio, ya que éste puede ser producto de un accidente, un desastre natural y hasta por mala suerte 
(Beauchamp y Childress, 2013).

En cuanto al segundo, los autores señalan que un daño siempre produce algún tipo de pérdida, fracaso o 
disminución de los intereses del individuo, empero, no todo daño es injustificable o erróneo, como cuando 
se necesita hacer una amputación (Beauchamp y Childress, 2013). Indudablemente, aquí, el sujeto tendrá 
una pérdida, pero, en la mayoría de los casos, este procedimiento es necesario para resguardar la vida.

Otro ejemplo, en donde la obtención del consentimiento informado resulta problemática, es la esterilización 
de las personas con discapacidad intelectual o psicosocial. La justificación que los familiares y tutores 
generalmente dan para realizar este procedimiento es que se intenta evitar la posibilidad de embarazo por 
abuso sexual (Muñoz y Lucero, 2014). Nuevamente, para esto se requiere el análisis cuidadoso de la situa-
ción por parte de diferentes especialistas, a fin de preservar el bienestar del usuario y proporcionarle todos 
los elementos posibles para que tome una decisión informada. Cuando esto no es posible, el consentimien-
to informado tendrá que ser otorgado por los padres, tutores o representantes legales. Sin embargo, Muñoz 
y Lucero (2014: 67) se preguntan: “¿corresponde esterilizar a un adulto con discapacidad intelectual sin su 
consentimiento?, ¿la esterilización protege a las personas con discapacidad o a sus familias? y ¿quién y 
cómo evalúa la capacidad para asumir la paternidad o maternidad?”.

Sin duda la resolución de este dilema no es sencilla pero, de acuerdo con Román (2010), cuando el usuario 
es una persona con discapacidad, el consentimiento informado, además de atenerse a los principios de 
la ética profesional, debe sustentarse en la ética de la justicia y de la solidaridad a partir de tres niveles: 
el macro, que incluye el análisis de las políticas sociosanitarias y las leyes sobre los servicios sociales; el 
meso, que abarca la normatividad y las políticas institucionales, y el micro, que es en donde se construye la 
relación entre el profesional, la persona con discapacidad y su familia o tutores.

El tercer y último dilema que queremos abordar es el que deriva de la tensión entre la autonomía del usuario 
y el compromiso del profesional con sus propios principios y valores. Como hemos dicho anteriormente, la 
autonomía tiene dos sentidos: el fortalecimiento de la autodeterminación y la prohibición de que las accio-
nes de un individuo sean restringidas o controladas por otros.

En las personas con discapacidad, una de las situaciones en donde más polémico resulta este principio 
es en lo referente a la sexualidad (Perlin, 2008), particularmente en aquellas que tienen discapacidad de 
origen congénito. Al respecto, Hernández (2017) expone la problemática ocurrida en un Centro de Atención 
Múltiple (CAM) en México, en donde se impartía un taller sobre orientación sexual a adolescentes con dis-
capacidad intelectual. Los padres de familia se oponían a la realización de esta actividad, lo que puso a la 
trabajadora social de la institución ante el conflicto de preservar la autonomía y el bienestar de estos jóvenes 
y, al mismo tiempo, enfrentar la presión de los padres, quienes no consideraban apropiado tratar este tipo 
de temas con sus hijos.

Otro escenario, pero sobre este mismo tema, es el que se presenta en personas con discapacidad adquiri-
da, por ejemplo, cuando se sufre la amputación de un miembro. En muchos casos, el impacto del procedi-
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miento es muy fuerte y a los individuos les toma mucho tiempo aceptarlo. “Algunos de ellos pondrán todo 
de sí para asumir su nueva condición mientras que otros, estando en rehabilitación, se niegan a mejorar, 
cursando con depresión y deseando morir” (Rueda y Miranda, 2002: 131). Cuando el usuario se niega a 
recibir ayuda, el profesional se ve en la disyuntiva de respetar su decisión o de insistir en la rehabilitación.

Como ya decíamos, hay situaciones que pueden anular la primacía del principio de autonomía. Úriz et al. 
(2013) señalan tres particularmente: cuando se pone en riesgo la vida o la integridad del usuario, cuando 
se producen daños a terceros o cuando se daña al profesional. Pero, además, la autonomía requiere inten-
cionalidad, entendimiento y estar libre de restricciones, ya sean externas o internas. En estas últimas se 
incluyen aquellos factores que limitan la autodeterminación, como la discapacidad (Beauchamp y Childress, 
2013). Estas tres condiciones siempre están en función de grados, porque no hay una persona que pueda 
decir que es totalmente libre, que tiene completa claridad de sus intenciones y que posee pleno entendi-
miento de todas las cosas. De este modo, la autonomía no puede ser vista en términos dicotómicos, como 
algo que se tiene o no se tiene, sino que debe ser valorada en cada caso. 

No se puede descalificar la competencia de la persona por tener una discapacidad, aunque sea de tipo inte-
lectual. Por el contrario, ésta necesita ser evaluada desde diferentes enfoques profesionales y a lo largo del 
tiempo, ya que puede fortalecerse o deteriorarse (Muñoz y Lucero, 2014). En cualquier caso, como señalan 
Fernández y Ponce (2014), el profesional tiene que hacer un análisis individualizado de cada situación, acep-
tar a la persona como es, respetar su autodeterminación, construir un contexto propicio para que exprese 
sus sentimientos y mantenga su equilibrio emocional, preservar su derecho a la confidencialidad y, sobre 
todo, no expresar opiniones o juicios sin fundamento que en nada contribuyen al bienestar del usuario.

Finalmente, los profesionales deben tener presente que, si bien no siempre hay una resolución definitiva 
para los dilemas, esto no los exime de la toma de decisiones (Banks y Williams, 2005). Además, en el caso 
particular de las personas con discapacidad, el ejercicio de los principios y valores que se conjugan en cada 
situación dilemática debe hacerse respetando su autonomía y sin atentar contra las exigencias generales 
de la justicia (Etxeberría et al., 2013).

5. Consideraciones finales 

La ética profesional es la capacidad de pensar críticamente sobre el saber profesional, pero también sobre 
los principios y valores que guían la labor de los profesionales (Hortal, 2002). Su finalidad es brindar referen-
tes que permitan reflexionar sobre el trabajo cotidiano, es decir, sobre lo que hay que hacer, quiénes, para 
qué y para quiénes (Etxeberría, 2016). 

En este artículo hemos abordado los principios y valores que los trabajadores sociales deben considerar 
cuando su ejercicio está dirigido a personas con discapacidad, así como algunos de los dilemas éticos que 
se pueden presentar. Esto no significa que se tengan que construir pautas distintas para estos sujetos, por 
el contrario, siguiendo a Congress (2010), podemos decir que los principios y valores no sólo son comparti-
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dos por diversos campos profesionales, sino que además son válidos independientemente de la capacidad 
de los usuarios. Con todo, es importante contextualizarlos a partir de las necesidades de cada individuo, 
pues en el caso de las personas con discapacidad sus demandas suelen ser más específicas y tienden a 
estar expuestas a una mayor vulnerabilidad, la cual ha sido construida socialmente, institucionalizada y 
persistente hasta la fecha en varias de sus manifestaciones. Asimismo, es necesario establecer un diálogo 
entre el saber profesional, las estrategias de la familia para apoyarlo y, sobre todo, el conocimiento experto 
que la persona tiene sobre su discapacidad lo cual, como señalan Etxeberría et al. (2013) y Munuera (2012), 
constituye un compromiso fundamental de justicia que los profesionales deben hacer suyo. 

Pero en el ejercicio profesional también se enfrentan dilemas que ponen en juego los principios y valores 
de los sujetos que toman parte y que, en ocasiones, acotan sus posibilidades de acción. De hecho, en las 
últimas décadas, ha habido un mayor interés por comprender este tipo de situaciones, las cuales parecen 
haberse diversificado tanto por factores propios de los procesos de profesionalización y configuración de 
los mercados laborales, como por la intensificación de los cambios sociales (Congress y McAuliffe, 2006; 
Reamer, 2014; Saks, 2016)

Los dilemas son construcciones que los individuos hacen con base en los factores y condiciones que en 
ellos intervienen, es decir, no es que haya situaciones que sean de naturaleza eminentemente dilemática y 
otras que no lo sean. Igualmente, aunque todas las profesiones tienen sus propios dilemas, en el trabajo 
social estos toman un matiz particular porque se conjugan sujetos, circunstancias específicas y contextos 
muy diversos (Ballestero et al., 2014). Los dilemas ponen a prueba la perspectiva flexible reflexiva que el 
profesional puede asumir cuando analiza los posibles cursos de acción que puede llevar a cabo.

Aquí hemos abordado tres que han sido destacados en la literatura sobre la población con discapacidad: 
el conflicto entre los intereses del usuario, el profesional y la institución, la obtención del consentimiento 
informado y la tensión entre la autonomía del usuario y la del profesional. Los dos últimos atañen a los princi-
pios profesionales de no maleficencia y autonomía, mientras que el primero tiene que ver con los diferentes 
sujetos o agentes que participan en la relación profesional. 

El tema de la autonomía resulta particularmente problemático en circunstancias en donde concurren indivi-
duos con discapacidad, porque se tiende a poner más atención en sus limitaciones que en sus capacidades, 
en especial cuando las dimensiones cognitivas y psicosociales son afectadas. En ocasiones, los padres o 
incluso los profesionales pueden disminuir la autodeterminación de las personas, con o sin proponérselo, en 
lugar de ayudarles a comprender su situación y a tomar sus propias decisiones, como sucede en aquellas 
situaciones en donde se necesita obtener el consentimiento informado.

En cualquier caso, los profesionales deben tener presente que su principal interés no está en las circuns-
tancias específicas que limitan las capacidades del usuario, sino más bien en el logro y la preservación de 
su bienestar. Enfrentarse a un dilema ético compromete a los profesionales a tomar una decisión; pueden 
decidir cumplir con lo normativo y mantener el orden social, o bien pueden ser agentes de cambio y reflexio-
nar sobre cursos de acción diferentes que contribuyan a mejorar su trabajo y a entender las necesidades 
de las personas, al darle un lugar relevante a sus propias voces. Finalmente, aunque la decisión que se 
tome ante un dilema puede generar más dudas que certezas, los profesionales siempre deben reflexionar 
cuidadosamente sobre los principios y valores implicados, así como sobre las consecuencias, reversibles o 
irreversibles, de los diferentes caminos que éste plantea.
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